CONSEJO DE ESTADO SEÑALA QUE EL TRABAJO DOMÉSTICO DEBE SER TENIDO EN CUENTA CON FINES INDEMNIZATORIOS
  Bogotá, junio 26 de 2013. El Consejo de Estado señaló que aunque la labor doméstica no es un trabajo formalmente remunerado, deberá ser indemnizado. Explicó que generalmente ese trabajo es realizado por una mujer dentro de sus labores como esposa y madre, y si ella fallece deberá pagarse a otra persona para que lo haga, por lo que se habla de un lucro cesante sujeto a indemnización.
 
“Ante una actividad que no era remunerada a la víctima, pero que para quien la ejerza después de su desaparición deberá serlo, se presume en tal remuneración el salario mínimo legal mensual vigente”, señaló la Corporación.
 El Alto Tribunal afirmó, además, que teniendo en cuenta las cambiantes formas de familia que constitucionalmente se han reconocido, lo que se expresa con relación a las amas de casa es aplicable cuando es el hombre quien se ocupa de las labores domésticas, y así aporta al sustento material y afectivo del círculo familiar, y también se deberá aplicar respecto de las familias conformadas por parejas del mismo sexo.

 El pronunciamiento lo hizo la Sección Tercera, con ponencia del magistrado Jaime Orlando Santofimio Gamboa, al condenar al Instituto de Seguros Sociales (ISS) a pagar más de 250 millones de pesos por su responsabilidad en el diagnóstico equivocado y la prestación ineficiente del servicio de salud a una mujer que posteriormente falleció.

 El caso hace referencia a una madre que acudió al ISS por fuertes dolores abdominales. Primero fue diagnosticada con amebiasis y luego dijeron que era gastritis. Su mal estado de salud la llevó a acudir a un médico particular que fue quien le ordenó algunos exámenes que permitieron determinar que padecía un cáncer.

 La Sala indicó que con la omisión en la práctica de los exámenes médicos correspondientes para establecer el origen de su enfermedad, no solo se prestó el servicio tarde y se dio un mal diagnóstico, sino que se le negó a la paciente el derecho a saber concretamente la causa de las dolencias que la aquejaban, lo cual es un componente fundamental del derecho a la salud y que en este caso resultó evidentemente vulnerado.

 La Sala encontró que hubo una conducta gravemente culposa por parte de un médico de la entidad, por lo que se le ordenó a dicho profesional reembolsar al Instituto de Seguros Sociales el valor de la condena que se le impuso a la entidad, y que asciende a 253 millones de pesos.

